Carátula 


(Ingresan a Sala los representantes de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión tiene el agrado de recibir a la delegación de la Cámara 
Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay, integrada por su Presidente, doctor Alfonso Varela; el 
Directivo, contador Ernesto Carrau; y su Gerente Jurídico, doctor Juan Mailhos, a los efectos de brindar 
su opinión sobre el proyecto de ley de negociación colectiva que tenemos a estudio a partir de hoy, por 
lo que les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR VARELA.- En primer lugar, agradecemos a los integrantes de la Comisión por recibirnos en el 
día de hoy, cuando recién comienzan a considerar este proyecto de ley. Esto habla muy bien del 
sistema parlamentario uruguayo, en el sentido de escuchar a las partes interesadas e involucradas 
directamente en los efectos que puedan tener las distintas iniciativas que se presentan. Sin ánimo de 
crítica, quiero dejar sentado que en la Cámara de Representantes fuimos recibidos inmediatamente 
después de que el proyecto de ley fuera aprobado en general, y esto marca una diferencia, por lo 
menos en cuanto al procedimiento. 


En segundo término, frente a versiones periodísticas que han surgido en distintos medios, queremos 
manifestar que somos partidarios de que exista una ley de negociación colectiva. En muchos ámbitos 
se ha señalado que los empresarios buscamos dilatar la consideración del proyecto de ley o que no 
exista una legislación al respecto, pero nosotros queremos confirmar y ratificar que somos partidarios 
de que haya una ley de negociación colectiva. Y somos partidarios porque, si bien durante muchos 
años hemos tenido un sistema que no ha sido reglado -salvo en lo que hace a los Consejos de Salarios 
sobre la base de negociación, un poco por la propia cultura, la génesis del sistema sindical y la opinión 
de las gremiales empresariales- pero ha funcionado, nos parece que a esta altura del campeonato y 
teniendo en cuenta cómo han evolucionado las relaciones laborales, lo mejor es que exista una ley que 
regule la materia. 


También pensamos que esa ley tiene que ser equilibrada. Hemos escuchado distintas versiones en el 
sentido de que el proyecto de ley no es equilibrado o de que busca equilibrar una relación que antes 
era de determinada manera y ahora tiene el péndulo en otro lado. En nuestra opinión, el péndulo de la 
ley debe estar en el equilibrio de las relaciones laborales serias, maduras y que permitan insertar al 
Uruguay en el mundo del trabajo, del empleo y de la competitividad, en el mundo de la atracción de 
inversiones y en el mundo de aquellos países que se destacan por su “performance” económica y por 
la felicidad que han podido trasmitir a su gente desde el punto de vista material. 


En ese sentido, somos coincidentes con lo expresado en la exposición de motivos de la iniciativa que 
oportunamente enviara el Poder Ejecutivo, donde se señala que un proyecto de ley relativo a 
negociación colectiva se compone de una tríada de elementos que comprende: la negociación 
colectiva en sí misma, la regulación del conflicto -léase derecho de huelga y sus variantes- y la 
regulación sindical. Sin perjuicio de ello, el proyecto de ley que envió el Poder Ejecutivo al Legislativo, 
si bien menciona eso en la exposición de motivos, abarca solamente aspectos de la negociación 
colectiva y no los de la regulación sindical, y mucho menos los de la regulación del derecho de huelga. 


Como manifesté al principio, somos partidarios de que se regule todo. Entonces, obviamente, 
queremos que se reglamenten también estos aspectos, porque si las regulaciones se hacen en forma 
parcial, después surgen una cantidad de elementos que escapan al ámbito de la ley y se concentran en 
la relación entre las partes. 


También señalamos que creemos que un proyecto de ley de esta naturaleza debe estar estrechamente 
vinculado con los aspectos que hacen a la inversión y a la competitividad. El Uruguay hace unos años 
que tiene una ley de promoción de inversiones que, desde nuestro punto de vista, ha sido mejorada en 
este período de gobierno, ya que se han establecido una serie de medidas que sacan de la 
discrecionalidad del burócrata de turno la toma de decisiones. Además, desde el advenimiento de la 
democracia, nuestro país ha llevado adelante -por parte de los distintos Presidentes- una gestión muy 
importante en cuanto a la presencia del Uruguay en el mundo promoviendo, justamente, las 
inversiones a nivel nacional y la colocación de productos uruguayos en el extranjero. Es un esfuerzo 


que hemos acompañado permanentemente y la realidad es que, a nivel internacional, Uruguay hoy 
tiene un peso específico muchísimo mayor que el de otros países de más tamaño, impacto económico 
O presencia -aunque sea teórica- que, sin embargo, tienen menos peso que nosotros. 


El otro aspecto a considerar es el de la competitividad. En ese sentido, muchas veces tenemos 
problemas con el tipo de cambio -sobre todo en relación con los países vecinos- y dificultades de 
competitividad en el acceso a mercados en el exterior, pero creo que lo importante aquí es señalar 
cómo nos ven desde afuera. Al respecto, en materia de competitividad, hay índices elaborados por el 
Foro Económico Mundial y, en función de estos parámetros estamos ocupando, sobre 134 países 
analizados en su momento, el puesto 74 -es decir, de mitad de tabla para abajo- lo cual no es bueno. 
Cuando uno analiza aquellos aspectos que nos hacen menos competitivos, vemos que los vinculados 
con la fijación de salarios y con las normas laborales son los que nos llevan a un lugar más atrasado: 
en ciertos aspectos estamos en el lugar 134 y, en otros, en el 106. Esto es algo que nos debe llamar la 
atención para tomar conciencia de cómo nos ven desde otras partes del mundo y, a partir de allí, 
analizar nuestras posibilidades de competir. 


El proyecto de ley originalmente enviado por el Poder Ejecutivo ha sufrido una serie de modificaciones. 
Por un lado, tenemos el capítulo de las ocupaciones, que incluso llevó a un compromiso o acuerdo 
entre el Presidente de la República y los representantes de las gremiales empresariales -con motivo de 
algunos viajes al exterior- por el que aquel fue eliminado. Sin perjuicio de ello, el capítulo aún figura en 
el decreto y nosotros nos preguntamos por qué, si es malo para la ley, no es malo para el decreto. De 
todos modos, ya no figura en el proyecto de ley, por lo que el tema deberá analizarse en otro ámbito. 


Por otro lado, un aspecto a tener en cuenta es el vinculado al derecho de información, respecto del que 
también se estableció una modificación referente a la obligación de reserva. En este sentido, la ley 
señala que el infractor tendrá responsabilidad. Creemos que este aspecto implica una responsabilidad 
que ameritaría algún tipo de consecuencia jurídica y que ella debería plasmarse en la norma. De lo 
contrario ¿qué tipo de responsabilidad sería? Lo mismo ocurre con respecto al funcionamiento tripartito 
en cuanto a las condiciones de trabajo, que se han modificado siguiendo la línea del Convenio de la 
OIT que establece que las condiciones de trabajo se pactan en forma bipartita. Es bueno también tener 
presente que el Comité de Libertad Sindical observó al Uruguay, no sólo por la queja que presentamos 
los empresarios, sino en lo que refiere a los Consejos de Salarios, ya que la OIT dice que el Estado 
debería abstenerse de participar en la fijación de condiciones. 


El otro punto que el Senado estaría pensando incluir es el de la cláusula de paz. Por 
supuesto, nosotros estamos de acuerdo con que se establezca, pero pensamos que es la 
consecuencia lógica y normal de toda negociación jurídica. Cuando se llega a un acuerdo es porque se 
terminó el conflicto de intereses y todo lo que dio motivo a esa negociación. Entonces, entendemos que 
la cláusula de paz es algo bueno; ahora bien, también creemos que cuando se fija la obligación de 
poner una cláusula de paz y ésta se viola, debe haber una consecuencia jurídica. Creemos que el 
hecho de que existan leyes que consagran mandatos que no tienen consecuencia jurídica no tiene 
mayor efecto. 


Otro aspecto que también nos preocupa es el que tiene que ver con la ultraactividad del 
convenio. Una vez finalizada la negociación, se fija un plazo y, a su finalización, ¿qué ocurre? La ley 
consagra la ultraactividad de ese convenio y ello, desde nuestro punto de vista, resta certeza a la 
situación de la empresa, porque la vida económica es esencialmente dinámica y no sabemos qué es lo 
que va a ocurrir en el futuro. 


El otro punto al que quiero hacer mención es el de los trabajadores no sindicalizados que se 
ven obligados a ser representados por la rama. Parecería que se estableciera una “capitis deminutio” 
frente a aquellos trabajadores que no están sindicalizados; es decir, daría la impresión de que el 
sindicato tendría más capacidad y conocimiento de la realidad de la empresa que los propios 
trabajadores, que quizás no tienen interés en sindicalizarse. De la misma manera que la mayoría de los 
trabajadores de este país no están sindicalizados, la mayoría de las empresas tampoco están 
representadas en los gremios. Esa es una característica de nuestra sociedad. Algunos no lo están 
porque no quieren pagar la cuota; otros, porque no están de acuerdo en cómo se maneja y hay 
quienes no lo hacen por otras circunstancias. En este sentido, creo que por suerte no seguimos la línea 


de los países europeos que, en materia empresarial, tienen la obligación de afiliarse a las cámaras de 
comercio. Acá se afilia el que tiene ganas de hacerlo y el que no quiere, no tiene la obligación de 
hacerlo. Me parece que esto hace a la libertad y a los valores de los individuos. 


Con un ánimo de economía procesal, esto es básicamente cuanto tengo para decir y reitero 
nuestro agradecimiento a los miembros de la Comisión por habernos escuchado y por tomar en cuenta 
estas consideraciones antes de pronunciarse. Nosotros deseamos fervorosamente que el tema de las 
relaciones laborales en el Uruguay se encauce por una vía de respeto y de acciones conjuntas. Somos 
de los que creemos que la empresa no es más un lugar de conflicto entre los trabajadores y el capital, 
sino un proyecto conjunto de gestión de un emprendimiento que necesita capital, trabajo y 
organización, pero también proyección y certeza hacia el futuro. 


Hasta aquí mi exposición. Quiero señalar, además, que estoy acompañado por el doctor 
Mailhos, quien puede evacuar cualquier opinión jurídica con mucho más fundamento y conocimiento 
que yo, y por el contador Carrau, que pertenece a una estirpe de empresarios que están actuando en 
el Uruguay desde aproximadamente 1845. No creo que haya otra empresa en el Uruguay que tenga la 
longevidad de Carrau y Compañía, y para eso debieron sortear varios escollos: guerras civiles, 
dictaduras, congelaciones de precios, etcétera. Creo que es bueno que todos conozcamos la 
experiencia y el conocimiento que tienen este tipo de empresas. 


SEÑOR MAILHOS.- No quiero robarles mucho tiempo haciendo consideraciones adicionales a las que 
formuló el doctor Varela, pero sí quisiera rescatar algunas cosas. Uno tiene que preocuparse cuando 
no hay alternativas en alguna coyuntura de la vida. Por tanto, quiero dejar sentado que frente a las 
soluciones que plantea originariamente el proyecto de ley del Poder Ejecutivo, como así también el que 
lo modifica y que está a consideración de esta Comisión, hay otras alternativas. Nosotros hemos 
manejado algunas de ellas y, por tanto, creo oportuno hacer entrega a la señora Presidenta de la 
Comisión de una copia de un trabajo académico sobre este tema. Muchas veces en esta Casa se 
vuelcan opiniones, en este caso del Instituto del Derecho del Trabajo, pero a veces se da una sola 
opinión sobre determinados temas, lo cual no demuestra el crisol y la variedad que puede existir sobre 
ellos. 


Este trabajo fue hecho por una consultoría de la OIT, por el doctor Leonardo Slinger, integrante de la 
Cátedra del Derecho de Trabajo y Seguridad Social. Este documento está constituido por una serie de 
reflexiones y de alternativas a las soluciones que plantea el Poder Ejecutivo. ¿Por qué digo esto? 
Porque las alternativas que maneja el sector empresarial no son antojadizas ni actuales, sino que son 
las que ha sostenido siempre este sector, por unanimidad en el país, como así también la Organización 
Internacional de Empleadores. Y, por ello, quiero reseñar algunas modificaciones que están en este 
libro. 


Hay algunos temas que nos preocupan. Uno de ellos es el que tiene que ver con los sujetos y, en tal 
sentido el proyecto de ley le da exclusivamente legitimación para negociar convenios colectivos a los 
sindicatos. Para nosotros esta solución no es la más conveniente, ni siquiera la más adecuada a los 
convenios internacionales que ha suscrito el país. A nivel de convenios internacionales, la 
legitimización negocial no solamente se otorga a los sindicatos, sino que en aquellas empresas donde 
no los hay, se la otorga a los delegados electos del personal. Para nosotros esta es una alternativa 
totalmente válida para nuestro país. 


En cuanto a la vigencia del proyecto, éste establece la ultraactividad. En este sentido entendemos que 
la alternativa a la ultraactividad -que bastante dificultades le ha puesto al sector empresarial del país- 
es que las condiciones de los convenios colectivos se pacten por plazo y se extingan al vencimiento. 


Con respecto a la personería jurídica, los sindicatos no la tienen; esto ya ha sido mencionado por el 
doctor Varela, en el sentido de que hace a la posibilidad de exigirles la responsabilidad cuando 
manejan información confidencial de la empresa. A su vez, el deber de información está establecido en 
una sola mano, es decir, de la empresa al sector trabajador. Y nosotros entendemos que cuando se 
negocia, al sector empresarial también le puede interesar la información que el sector de los 
trabajadores le puede proporcionar a la empresa y, sobre todo, las condiciones de preaviso de medidas 
de fuerza. 


Sobre los niveles de negociación -y esto hace a la filosofía del proyecto- aquí se consagra la obligación 
de negociar de buena fe, lo que no deja de ser una obligación. Sin embargo, los convenios 
internacionales de trabajo hablan de libertad y de que la negociación será libre y voluntaria. No nos 
parece que una forma de promover la negociación colectiva sea hacerla obligatoria y sí creemos que 
una manera de promoverla sea que, a través de la negociación colectiva, se puedan adoptar normas 
laborales que no sean de orden público. Y eso en sí mismo puede constituir un elemento de promoción 
de la negociación colectiva. 


La obligación de negociar ya está dicha y hemos señalado que este proyecto de ley no regula 
la obligación de paz. En ese sentido, nos parece que debería establecerse la condición de que la 
violación de la obligación de paz debe traer aparejada la rescisión del convenio colectivo, la extinción 
de las obligaciones que de él emergen y, en este caso, debería preverse algún mecanismo eficaz y 
rápido para que a través de un procedimiento sumario pueda ser constatada y efectivizada la rescisión. 


En realidad, compartimos algunos criterios de representatividad que se establecen cuando se habla de 
las cámaras y de los sindicatos más representativos, porque recogen los criterios reconocidos por los 
convenios internacionales que hacen referencia al número, continuidad, antigúedad e independencia 
de las organizaciones. En definitiva, quiero decir que existen soluciones alternativas a este proyecto; el 
sector empresarial las ha manejado y lo ha intentado hacer con eficacia pero, lamentablemente, no 
hemos encontrado los ámbitos apropiados a nivel del Poder Ejecutivo como para hacerlo, seguramente 
por culpas compartidas, pero la realidad es esa. 


Nos interesa una ley de negociación colectiva que tenga un consenso más amplio, porque 
ustedes comprenderán que una norma de estas características que no cuente con la más mínima 
adhesión del sector empresarial, será de difícil aplicación en la práctica. Esa es una de las 
preocupaciones que tenemos. 


Simplemente, quería comentar que en el trabajo que les dejamos están establecidas algunas 
alternativas que el sector ha planteado al proyecto del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR RÍOS.- Es un placer para mí, estar frente a esta gente de empresa. Los que venimos de ese 
mundo sabemos lo difícil que es mantener las empresas durante este tiempo, y en ese sentido el señor 
Carrau es un ejemplo. 


Considero que es muy sano coincidir en la necesidad de contar con una ley de negociación 
colectiva y asumir las responsabilidades que todos tuvimos por no haberla creado antes. 


Quisiera formular una pregunta que no pasa por el campo jurídico. Antes de esta nueva forma de 
negociación colectiva a través de los Consejos de Salarios, ¿cuál ha sido el comportamiento de las 
diferentes empresas que componen la Cámara de Comercio? 


SEÑOR VARELA.- Diría que la interrelación de la Cámara de Comercio con la Federación Uruguaya 
de Empleados de Comercio e Industria (FUECI), siempre ha sido muy buena, tanto con los Consejos 
de Salarios como sin ellos, en democracia o en gobiernos militares. Siempre hubo consulta y respeto a 
lo acordado. 


SEÑOR RÍOS.- Quizás no formulé bien mi pregunta. En realidad, me refería a la cantidad de convenios 
colectivos que se pudieron haber hecho durante ese tiempo de buena relación entre FUECI y la 
Cámara de Comercio. 


SEÑOR VARELA.- No sé cuál fue la cantidad de convenios colectivos que se celebraron, porque no 
tengo la información aquí. Lo que sí se es que siempre hubo negociación y siempre llegamos a 
acuerdos. No hay que olvidar que un sector como el comercio tiene distintos grupos, una gran variedad 
de situaciones en cuanto a ramas de actividad dentro de un propio comercio, una enorme diferencia 
entre los grandes y los chicos, y entre los de Montevideo y los del interior, y unos negocian a través de 
nuestra Cámara y otros a través de otras instituciones; sin embargo siempre se ha llegado a acuerdos 
de todo tipo y no ha sido conflictivo. Fíjense que el 93% de las empresas del país ocupan menos de 


diez personas, y estoy seguro que esa mayor concentración se da en el sector comercio; por 
consiguiente la relación entre el trabajador y el empleador en ese sector es muy familiar y de 
conocimiento recíproco. 


SEÑOR CARRAU.- Antes que nada, quiero agradecer al Doctor Varela que haya nombrado mi 
empresa, que trabaja en nuestro país desde 1843; mi generación es la sexta que la integra. Con 
mucho orgullo —quizás porque existe trabajo en esas áreas, por suerte o porque Dios lo quiso así— 
puedo decir que en nuestro caso tenemos a 108 personas trabajando en Carrau y a más de 100 
trabajando en la industria licorera y de pintura, y no tenemos sindicatos en nuestras empresas. Tal 
como decía hace un instante el señor Presidente de la Cámara de Comercio, nosotros nos manejamos 
con una especie de cogestión: nuestros empleados son habilitados en el resultado de la ganancia; 
evidentemente no todos, pero si los cargos jerárquicos, mientras que los que no ocupan esos cargos, 
sí a la empresa le va bien, a fin de año reciben compensaciones desde el punto de vista económico, y 
a ello se agrega el trato humano y personal que se brinda. 


Quería dejar constancia de esta situación relacionada con una empresa que sobrevive, y señalar que lo 
que más me preocupa de esta iniciativa —esto es algo personal, sobre todo cuando pienso en la 
supervivencia de las empresas— es el último punto, el que habla de que si en una empresa no hay 
sindicato, tendrá que celebrarse una negociación con el órgano superior, porque ello puede dar lugar a 
una cantidad de situaciones; por ejemplo, a que una empresa como la nuestra se decida a armar un 
sindicato, de manera de poder solucionar los problemas dentro de la propia empresa y no tener que 
recibir opiniones, discutir o negociar con gente que no conoce nuestra realidad. 


Por eso, ese último punto que nombraba el doctor Varela es el que más me preocupa. Quería señalarlo 
porque, de pronto, no es muy difícil de modificar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR VARELA.- Acá hay un elemento que debe quedar claro. Hace unos años, quien habla participó 
de una empresa dirigida por mi familia, que tenía un negocio de exportación con Brasil, y estaba 
atrasada en el cumplimiento. Vinieron los clientes brasileños y dijeron: “Acá hay que hacer un arreglo, 
que se trabaje sábado o domingo”. Ante esto, les explicamos que el convenio que teníamos establecía 
que no se trabajaba en fin de semana. Ellos insistían en ver cómo se arreglaba el tema con el dirigente 
sindical, a lo cual respondimos que aquí los dirigentes sindicales no caminan por esa vía. Cuando se 
presentó el dirigente sindical, por supuesto no recorrió esa vía. 


Por estas razones, quiero hacer un reconocimiento a la honradez y a la honestidad de los sindicatos en 
este país. Por supuesto, sostienen determinados principios y filosofía que yo no comparto, pero refleja, 
reitero, la honestidad de los sindicatos. 


Por otra parte, fijense los señores Senadores que hoy los sindicatos están recibiendo alrededor de US$ 
900.000 por mes, y eso es sin personería jurídica. Hay que administrar, hay que manejar esos fondos, 
que son de terceros. Entonces, a pesar de que hay tantas cosas en las que nosotros imitamos a 
nuestros hermanos del Río de La Plata, no provoquemos que esas prácticas empiecen a llevarse a 
cabo también en nuestro país. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social agradece la presencia 
de los representantes de la Cámara Nacional de Comercio. 


(Se retiran de Sala las autoridades de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay) 
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